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I. Introducción

En primer lugar quiero agradecer la invitación a participar en esta obra 
colectiva, concebida como un homenaje al generoso aporte que Paolo Co-
manducci ha realizado al desarrollo de la filosofía del derecho en el ámbito 
latinoamericano.

En lo personal, mi primera aproximación con las enseñanzas de Paolo 
tuvo lugar en 2000, en oportunidad de asistir al curso “El Estado Cons-
titucional de Derecho”,1 curso que produjo un cambio en mis “gafas” 
epistemológicas,2 y marcó un antes y un después en la manera de concebir 
el derecho.

Años más tarde, Paolo tuvo la generosidad de dirigir mi tesis de maes-
tría en derecho y argumentación (UNC) y, aun cuando ya había asumido 
como rector de la Universidad de Génova, aceptó también dirigir mi tesis 
de doctorado en derecho y ciencias sociales (UNC).

En el presente trabajo intentaré mostrar cómo los aportes desarrollados 
por él en el ámbito de la filosofía y la teoría del derecho configuran valiosas 
herramientas que contribuyen a poner orden en el espacio de otras discipli-

1		 En “Seminario de Filosofía del Derecho, Moral y Política”, II Módulo, Secretaría 
de Postgrado, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, Universidad Nacional de Córdoba 
(UNC), abril-mayo de 2000.

2		 Uso la expresión en el sentido propuesto por Comanducci, Paolo, Hacia una teoría analí-
tica del derecho. Ensayos escogidos, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2010, 
pp. 176-179.
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350 MAGDALENA INÉS ÁLVAREZ

nas jurídicas, como es el derecho constitucional, área disciplinar en la que 
desarrollo mi actividad académica.

II. El objeto “constitución” y su interpretación

Desde esta perspectiva, resultan relevantes los trabajos en los que Coman-
ducci aborda los conceptos de constitución e interpretación constitucional y, muy 
especialmente, aquellos en los que vincula estos conceptos con el proceso de 
constitucionalización del ordenamiento jurídico del Estado constitucional.

El término constitución —explica Comanducci—, si bien representa una 
noción central tanto en la teoría del derecho como en la práctica jurídica, 
es utilizado por los juristas con muy diversos significados.3

Desde un plano teórico, Comanducci clasifica las concepciones de cons-
titución que han circulado por la cultura política desde el siglo XVIII hasta el 
presente, insertándolas en cuatro modelos construidos con base en dos pare-
jas conceptuales: descriptivo/axiológico y norma/orden.4 Cada modelo —explica 
el autor— se configura como un metamodelo que agrupa un conjunto de 
conceptos de constitución, unidos por los elementos que aparecen en la defini-
ción del metamodelo y separados por las funciones que cumplen.5

Dos de los modelos conciben la constitución como un orden (i. e., como un 
conjunto de fenómenos sociales) y los dos restantes la entienden como norma 
(i. e., como un conjunto de reglas jurídicas positivas que, respecto de otras 
reglas jurídicas, son fundamentales). Estos, a su vez, se distinguen en mode-
lo descriptivo (modelo descriptivo de constitución como orden/modelo descriptivo 
de constitución como norma) y axiológico (modelo axiológico de constitución como 
orden/modelo axiológico de constitución como norma).6

Entre estos cuatro modelos —señala Comanducci— son los modelos 
que conciben la constitución como norma los que dan cuenta de los conceptos 
de constitución que circulan en países cuyos ordenamientos jurídicos se en-
cuentran constitucionalizados o en proceso de constitucionalización.7

El primer modelo —modelo descriptivo de constitución como norma— con-
cibe la constitución como una norma que no se diferencia cualitativamente de 
otras, aun cuando pueda presentar ciertas peculiaridades. En este modelo, 

3		 Ibidem, pp. 116 y 117.
4		 Comanducci, Paolo, Estudios sobre constitución y derechos fundamentales, México, Instituto 

de Estudios Constitucionales del Estado de Querétaro, 2016, p. 29.
5		 Comanducci, Paolo, Hacia una teoría analítica..., cit., pp. 115-157.
6		 Idem.
7		 Comanducci, Paolo, Estudios sobre constitución…, cit., pp. 27-40.
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351LA “CONSTITUCIÓN” DEL ESTADO CONSTITUCIONAL

precisa el autor, constitución designa un conjunto de reglas jurídicas positivas, 
consuetudinarias o expresadas en un documento que, respecto de otras re-
glas jurídicas, son fundamentales.8

El segundo modelo —modelo axiológico de constitución como norma— 
entiende la constitución como una norma cualitativamente diferente de otras 
normas, en tanto se la considera en sí misma dotada de valor positivo y 
como generador de normas. En esta segunda acepción constitución designa 
un conjunto de reglas jurídicas positivas, consuetudinarias o expresadas en un 
documento que, respecto de otras reglas jurídicas son fundamentales, con 
la condición de que posean determinados contenidos a los que se atribuye 
valor específico.9

Para Comanducci, en el plano teórico, primero se plantea el problema de 
qué es el objeto constitución y luego, sobre la base de esta respuesta, se plantea 
el problema de la interpretación de ese objeto previamente configurado.10 En 
efecto: si se sigue el modelo descriptivo de constitución como norma, entonces la 
interpretación constitucional no difiere del género interpretación jurídica o, 
al menos, solo presenta diferencias de grado y no categóricas.11

En cambio, si se adopta el modelo axiológico de constitución como norma, 
entonces la interpretación constitucional presenta una radical especificidad 
respecto de la interpretación jurídica. Ello en función de la omnipresencia 
que el modelo asigna a la constitución dentro del sistema jurídico —concebido 
no solo como sistema dinámico, sino también estático—; la configuración 
de las normas que la conforman como principios que requieren del método 
ponderativo para su aplicación; la especial relación que guarda la constitu-
ción con la democracia, y muy especialmente, porque abre el sistema jurídi-
co a consideraciones de tipo morales.12

En lo que sigue intentaré demostrar que, más allá de que ambos mode-
los que conciben la constitución como norma circulen en la cultura jurídica 
de los países cuyos ordenamientos se encuentran en el algún grado del pro-
ceso de constitucionalización, solo el modelo axiológico de constitución como 
norma da cuenta del derecho del Estado constitucional.

8		 Comanducci explica que dentro de este modelo se enmarcan una gran variedad de 
conceptos de constitución que van desde aquellos en los que basta que la normas se autode-
signen como constitución —con independencia de su contenido—, hasta otros que requieren 
para calificar a la norma como constitución que tenga un específico contenido normativo. 
Comanducci, Paolo, Estudios sobre constitución…, cit., pp. 29-31.

9		 Ibidem, p. 30.
10		 Ibidem, p. 28.
11		 Ibidem, p.15.
12		 Ibidem, p. 33.
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352 MAGDALENA INÉS ÁLVAREZ

III. La “constitucionalización” 
del ordenamiento jurídico13

1. Origen

Como una primera aproximación, la doctrina vincula el nacimiento del lla-
mado Estado constitucional con la sanción por los países de Europa continental 
de textos constitucionales en los que se consagran los principios de rigidez y 
supremacía constitucional, jurisdiccionalmente garantizados por tribunales 
constitucionales, junto con un denso entramado de contenidos sustantivos. 
Estos aspectos, si bien no eran novedosos en aquella época, pertenecían a 
tradiciones constitucionales diferentes,14 por lo que el aporte del constitucio-
nalismo europeo de la segunda posguerra consistió en su combinación.15

Los contenidos materiales incorporados al texto constitucional comien-
zan luego a ser desarrollados por los tribunales constitucionales los que, en 
el ejercicio de sus funciones, no se limitan a velar por el respeto de las reglas 
de juego mínimas en orden a la producción normativa, sino que abarcan 
también el análisis de la compatibilidad de contenidos. De esta manera, 
los tribunales inician un proceso de irradiación de la constitución sobre el 
resto del ordenamiento jurídico, proceso que recibe el nombre de constitu-
cionalización del derecho, y es definido por Guastini en los siguientes términos: 
“un proceso de transformación de un ordenamiento jurídico al término del 
cual, el ordenamiento en cuestión resulta totalmente “impregnado” por las 
normas constitucionales”.16

Un ordenamiento constitucionalizado se caracteriza, entonces, por la 
presencia de: “una constitución extremadamente invasora, entrometida, 
capaz de condicionar tanto la legislación como la jurisprudencia y el es-
tilo doctrinal, las acciones de los actores políticos así como las relaciones 
sociales”.17

13	 	He desarrollado las cuestiones tratadas en los apartados III y IV con mayor profundi-
dad en “¿Qué derecho conoce el juez?, Iura novit curia y Estado constitucional”, tesis dirigida 
por el doctor Paolo Comanducci y codirigida por el doctor Andrés Rossetti, Facultad de 
Derecho, Doctorado en Derecho y Ciencias Sociales, UNC, Córdoba, 2019 (inédita).

14		 A la tradición francesa, la incorporación a la ley fundamental de contenidos sustanti-
vos; y a la tradición norteamericana, la garantía jurisdiccional del texto constitucional.

15		 Prieto Sanchís, Luis, “El constitucionalismo de los derechos”, Revista Española de Derecho 
Constitucional, s.l.i., año 24, núm. 71, mayo-agosto de 2004, pp. 48 y 49.

16		 Guastini, Riccardo, Estudios de teoría constitucional, México, UNAM, 2001, p. 153.
17		 Idem.
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353LA “CONSTITUCIÓN” DEL ESTADO CONSTITUCIONAL

La “constitución” del “Estado constitucional”, en consecuencia, subor-
dina tanto a la administración como al Parlamento, con lo cual la ley pierde 
la posición central, como fuente del derecho, que caracterizaba al Estado 
legislativo.18

Además, conforme a la cultura jurídica del Estado constitucional, las 
normas constitucionales no configuran sólo límites a la legislación ordina-
ria, sino que son vistas principalmente como el fundamento de todo el orde-
namiento jurídico.19 Ello toda vez que:

La constitución ya no es considerada como el documento que regula una 
‘materia constitucional’ (relativa a la organización de los poderes del Estado) 
más o menos delimitada, sino que es vista ahora como un proyecto de socie-
dad justa, que como tal está destinada a desplegar efectos en toda la sociedad, 
en las relaciones jurídicas y también en las relaciones políticas.20

2. Condiciones de la constitucionalización

Precisa Guastini que el concepto de constitucionalización no es un concep-
to bipolar. Se presenta, en cambio, como una cuestión gradual en el sentido 
que un ordenamiento puede estar más o menos constitucionalizado y ello 
depende de cuáles condiciones de constitucionalización están satisfechas.21

Guastini originariamente propuso siete condiciones que intervienen en 
el proceso de constitucionalización del ordenamiento. Dos de estas condi-
ciones eran calificadas como necesarias para que proceda la constitucionali-
zación, mientras que las restantes actuaban como condición suficiente para 
lograr un grado distinto de constitucionalización.22 En un trabajo posterior, 
Guastini amplía el listado de condiciones necesarias al agregar —y ubicar 
en primer lugar— la exigencia de contar con una constitución larga.23

En definitiva, para el autor citado, son condiciones necesarias —i. e., 
condiciones sin las cuales el proceso de constitucionalización no es concebi-
ble— las siguientes:

18		 Zagrebelsky, Gustavo, El derecho dúctil, 3a. ed., trad de Mariana Gascón Abellán, Ma-
drid, Trotta, 1999, pp. 33-38.

19		 Pino, Giorgio, Derechos e interpretación. El razonamiento jurídico en el Estado constitucional, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2014, pp. 241 y 242.

20		 Ibidem, p. 242.
21		 Guastini, Riccardo, Estudios…, cit., p. 154.
22		 Ibidem, pp. 153-183.
23		 Guastini, Riccardo, La sintaxis del derecho, trad. de Álvaro Núñez Vaquero, Madrid, 

Marcial Pons, 2016, p. 177.
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354 MAGDALENA INÉS ÁLVAREZ

Constitución larga: calificada ahora como primera condición necesaria 
para que un ordenamiento esté sujeto a un proceso de constitucionaliza-
ción. Requiere una constitución que no se limite a reglar la organización de 
los poderes públicos, sino que contenga disposiciones que confieren dere-
chos, principios y disposiciones programáticas.24

Rigidez constitucional: Una constitución es rígida, si y sólo si, es escrita 
y no puede ser modificada o derogada si no es por un procedimiento espe-
cial de revisión constitucional. Este procedimiento debe ser más complejo 
respecto del procedimiento de formación de las leyes.25

Garantía jurisdiccional: Para que la rigidez esté garantizada se requiere 
que esté asegurada por un mecanismo de control de constitucionalidad.26

Las tres condiciones que anteceden se relacionan con la estructura del 
ordenamiento y, si bien no cabe duda de que para Guastini constituyen con-
diciones necesarias, no queda claro si son conjuntamente suficientes para 
que opere el proceso de constitucionalización. 27

Guastini, en cambio, presenta como condiciones que determinan gra-
dos distintos de constitucionalización las siguientes:

Fuerza vinculante de la constitución. No se trata ya de una condición 
que atañe a la estructura del ordenamiento, sino que toma en cuenta la 
ideología difundida en la cultura jurídica del país. Requiere que dicha cul-
tura acepte que toda norma constitucional —cualquiera sea su estructura 
o contenido— es una norma jurídica genuina, vinculante y susceptible de 
producir efectos jurídicos. Ello es aplicable tanto a las reglas que hacen a la 
organización del Estado como a las disposiciones que consagran derechos, 
así como también a los principios sustantivos y cláusulas programáticas.28

Sobre-interpretación de la constitución. Esta condición depende de la 
postura de los intérpretes frente a la constitución. Toda constitución es un 
texto finito y limitado que puede ser interpretado en forma literal o exten-
siva. Si el intérprete se inclina por la interpretación literal, la constitución 
sólo regula una parte de la vida política y social, dejando un espacio vacío 
en el que el legislador es libre de disponer. Por el contrario, si el intérprete 
se inclina por la interpretación extensiva, la sobre-interpretación produce 

24		 Idem.
25		 Guastini, Riccardo, Estudios…, cit., p. 155; Guastini, Riccardo, La sintaxis…, cit., p. 177.
26		 Guastini, Riccardo, Estudios…, cit., p. 156; Guastini, Riccardo, La sintaxis…, cit., p. 178.
27		 En palabras de Guastini “Son condiciones necesarias de constitucionalización del or-

denamiento —en ausencia de las cuales, la constitucionalización no sería posible— al menos 
las siguientes”. Guastini, Riccardo, La sintaxis…, cit., p. 177 (el destacado me pertenece).

28		 Guastini, Riccardo, Estudios…, cit., pp. 157 y 158; Guastini, Riccardo, La sintaxis…, cit., 
pp. 178-180.
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355LA “CONSTITUCIÓN” DEL ESTADO CONSTITUCIONAL

una innumerable cantidad de normas implícitas. De allí que toda decisión 
legislativa esté previamente regida por la constitución y puede ser controla-
da. No hay espacio para la discrecionalidad legislativa ni cuestión constitu-
cional de la que se pueda decir que es sólo una cuestión política.29

Aplicación directa de las normas constitucionales. Para la cultura jurídi-
ca del Estado constitucional, la función de la constitución no se limita a re-
gular la organización del Estado y su relación con los ciudadanos, sino que 
—además— modela las relaciones sociales, por lo que puede ser aplicada 
en forma directa a las relaciones entre particulares en ocasión de cualquier 
controversia.30

Interpretación conforme de la ley. Esta condición se refiere, no a la in-
terpretación de la constitución, sino al modo en que se interpretan las leyes. 
No existe ningún texto normativo susceptible de una sola interpretación. 
Cuando una determinada disposición legislativa puede ser interpretada en 
dos sentidos distintos, uno conforme a la constitución y otro contrario a ella, 
el intérprete debe elegir aquella que evite toda contradicción entre la ley y 
la constitución.31

Influencia de la constitución sobre las relaciones políticas.32 En un Es-
tado constitucionalizado todas las disputas pueden ser presentadas en un 
espacio en el que se superponen las áreas de protección de dos o más prin-
cipios constitucionales. De allí que su solución demande un razonamiento 
que tenga en cuenta los principios en pugna.33 Disputas de tipo ideológicas 
o políticas e, incluso, cuestiones intrascendentes, se transforman en (o son 
presentadas como) problemas de interpretación constitucional.

IV. Insuficiencia de las condiciones propuestas

En lo que sigue intentaré demostrar que las tres condiciones propuestas por 
Guastini como condiciones necesarias para que proceda la constitucionali-

29		 Guastini, Riccardo, Estudios…, cit., pp. 158-160; Guastini, Riccardo, La sintaxis…, cit., 
pp. 180-184.

30		 Guastini, Riccardo, Estudios…, cit., pp. 160-161; Guastini, Riccardo, La sintaxis…, cit., 
pp. 184 y 185.

31		 Guastini, Riccardo, Estudios…, cit., pp. 161 y 162; Guastini, Riccardo, La sintaxis…, cit., 
pp. 186-190.

32		 Guastini, Riccardo, Estudios…, cit., p. 163. El autor señala que se trata de un aspecto 
que no es fácil de precisar y agrega que depende de distintos elementos, como el contenido 
mismo de la constitución, la actitud de los jueces y la actividad de los órganos constituciona-
les. Guastini, Riccardo, La sintaxis…, cit., pp. 190-195.

33		 Pino, Giorgio, op. cit., pp. 248-251.
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356 MAGDALENA INÉS ÁLVAREZ

zación del ordenamiento jurídico no son conjuntamente suficientes. Para ac-
tivar dicha transformación hace falta “algo más”. Ese “algo más” no tienen 
que ver con rasgos estructurales del ordenamiento jurídico, sino que requie-
re que la cultura jurídica acepte que la constitución es una norma jurídica 
genuina, vinculante y susceptible de producir efectos jurídicos.

A los efectos de probar esta afirmación recurriré al caso argentino y 
mostraré que, aun cuando el ordenamiento jurídico reunía desde fines del 
siglo XIX las tres condiciones necesarias identificadas por Guastini, la cons-
titucionalización del ordenamiento no se produjo y solo operó cuando la 
cultura jurídica cambia la forma de percibir la constitución.

1. Aplicación de las categorías de análisis al caso argentino

A. Constitución larga

La constitución argentina cumple con esta condición. En efecto, desde 
el momento de su sanción en 1853, la constitución aparece como un instru-
mento de organización y de distribución del poder que contiene —simultá-
neamente— una declaración de derechos. En el texto sancionado en 1853 
estos derechos se identifican solo con los llamados derechos de libertad, 
concebidos como límites a la intromisión estatal en la esfera de autonomía 
de los individuos.

El proceso constituyente, abierto en 1853, se cierra siete años más tarde 
con motivo de la incorporación de la Provincia de Buenos Aires a la Confe-
deración Argentina, momento en que se introduce el artículo 33 en el texto 
de la ley fundamental, que consagra los llamados derechos no enumerados 
o implícitos. Esta disposición, de textura abierta y términos indeterminados, 
permitió dar fundamento constitucional a un cúmulo de derechos que no se 
encontraban explícitos en el texto de la Constitución Nacional.

Las reformas constitucionales llevadas a cabo en el siglo XX, en cambio, 
se inspiran en corrientes ideológicas diferentes. En efecto: tras la derogación 
de la Constitución sancionada en 1949 y el restablecimiento del texto ori-
ginal con las reformas introducidas en 1860, 1866 y 1898,34 se incorpora 
en 1957 el artículo 14 bis. Esta disposición responde a una concepción de 
los derechos sociales vistos más como directivas dirigidas al legislador que 
como potestades atribuidas a sujetos activos. Ello incide en la escasa eficacia 

34		 La reforma de 1949 fue derogada en el año 1956 por el gobierno militar que derrocó 
al presidente Perón. En el mismo acto, se restableció la vigencia del texto aprobado en 1853, 
con las reformas de 1860, 1866 y 1898.
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357LA “CONSTITUCIÓN” DEL ESTADO CONSTITUCIONAL

normativa que se le reconoce a esta disposición desde su sanción hasta la 
última década del siglo XX.35

La reforma constitucional de 1994, por su parte, se enrola en una con-
cepción más robusta de los derechos fundamentales que se evidencia, por 
ejemplo, en la expresa recepción en el texto constitucional del principio de 
igualdad real de oportunidades,36 la incorporación de derechos de tercera 
generación37 y la regulación de un conjunto de garantías judiciales.38 Por 
otra parte, el artículo 75, inciso 22, otorga jerarquía constitucional a once 
instrumentos de derechos humanos y deja abierta la posibilidad de ampliar 
este catálogo con la aprobación del Congreso con una mayoría agravada.39

B. Rigidez constitucional

La segunda condición necesaria para que opere la constitucionaliza-
ción del ordenamiento jurídico es la presencia de una constitución rígida. 
La Constitución argentina cumple con esta segunda condición. Ello toda 
vez que cuenta con un texto escrito que prevé un mecanismo de reforma 
distinto al de sanción de la ley. En tal sentido, el artículo 30 del texto cons-
titucional establece que “la Constitución puede ser reformada en todo o en 
cualquiera de sus partes. La necesidad de reforma debe ser declarada por 
el Congreso con el voto de dos terceras partes, al menos, de sus miembros; 
pero no se efectuará sino por una Convención convocada al efecto”.40

Se trata de una rigidez tanto procedimental como orgánica. En orden 
al primer aspecto, si bien es el Congreso el órgano encargado de declarar la 
necesidad de la reforma, debe hacerlo con un procedimiento agravado en 
relación al trámite normal de formación y sanción de leyes.

La rigidez orgánica, a su vez, está determinada porque, si bien le com-
pete al Congreso declarar la necesidad de la reforma, ella debe ser llevada a 
cabo por una convención ad hoc o especial convocada al efecto.

Finalmente, si bien no lo prevé la Constitución en forma expresa, un am-
plio sector de la academia atribuye rigidez material a determinados con-

35		 Bidart Campos, Germán, Tratado elemental de derecho constitucional argentino, Buenos Aires, 
Ediar, 1988, pp. 397 y 398; Sagüés, Néstor, Manual de derecho constitucional, Buenos Aires, As-
trea, 2007, pp. 808-818.

36		 Artículos 37, 75, inciso 2, 19 y 23.
37		 Artículos 41, 42, 43 y 75, inciso 17.
38		 Artículo 43.
39		 Para ello se requiere la aprobación con el voto favorable de las dos terceras partes de 

la totalidad de los miembros de cada Cámara (artículo 75, inciso 22).
40		 Texto conforme reforma constitucional de 1860.
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tenidos sustantivos del texto constitucional. Ello importa concebir como 
intangibles estos contenidos no sólo respecto del legislador ordinario sino 
—incluso— frente al ejercicio de poder constituyente derivado. No existe, 
sin embargo, acuerdo respecto de cuáles son esos contenidos.41

C. Garantía jurisdiccional

La presencia de una constitución rígida y la incorporación de conte-
nidos sustantivos son condiciones necesarias, pero no suficientes para que 
opere la constitucionalización del ordenamiento jurídico. Se requiere, ade-
más, que esa constitución esté garantizada: esto es, que existan órganos y 
procedimientos que resguarden la rigidez y velen por la supremacía de la 
constitución.

A diferencia de lo que ocurre con las otras dos condiciones, el texto de la 
Constitución argentina, sancionado en 1853, no previó explícitamente ór-
ganos ni mecanismos que aseguren dicha supremacía. Ello no significa que 
no estuvieran sentadas las bases del sistema en la ley fundamental.42

Muy poco tiempo después de la sanción de la Constitución, el 28 de 
agosto de 1858, el Congreso de la Confederación Argentina aprobó la Ley 
182. La sanción de esta ley fue precedida de un largo debate en el que que-
dan plasmadas las principales notas que caracterizan el sistema de control 
de constitucionalidad adoptado unos años más tarde.

Tras la reforma constitucional de 1860, y ya constituido el gobierno en 
la Ciudad de Buenos Aires, el Congreso de la Nación sanciona la Ley 27 
cuyo artículo tercero confiere al Poder Judicial de la Nación el control de 
constitucionalidad al establecer que: “Uno de sus objetos es sostener la ob-
servancia de la Constitución Nacional, prescindiendo, al decidir las causas, 
de toda disposición de cualquiera de los otros poderes nacionales, que esté 
en oposición con ella”.

El 15 de enero de 1863 se instala la Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción y juran los ministros designados por el presidente Bartolomé Mitre.43 

41		 En tal sentido Bidart Campos entiende que si bien desde un punto de vista cuantitativo 
la Constitución puede ser reformada en todo o en cualquiera de sus partes, cualitativamente 
ello no sería posible porque hay algunos contenidos o partes que si bien pueden reformarse 
no pueden alterarse, suprimirse o destruirse. Bidart Campos califica de pétreos estos conte-
nidos. Bidart Campos, Germán, op. cit., p. 111.

42		 Sagüés, Néstor, Compendio de derecho procesal constitucional, Buenos Aires, Astrea, 2011, pp. 
47 y 48.

43		 Tanzi, Héctor José, “El nacimiento y los primeros pasos de la Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación (1853-1903)”, en Santiago, Alfonso (dir.), Historia de la Corte Suprema de Justicia 
Argentina, Buenos Aires, Marcial Pons, 2013, t. I, pp. 41 y 42.
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Poco tiempo después, sobre la base de un proyecto elaborado por la propia 
Corte, se sanciona la Ley 48 cuyo artículo 21 establece:

Los Tribunales y Jueces Nacionales en el ejercicio de sus funciones procede-
rán aplicando la Constitución como ley suprema de la Nación, las leyes que 
haya sancionado o sancione el Congreso, los Tratados con Naciones extranje-
ras, las leyes particulares de las Provincias, las leyes generales que han regido 
con anterioridad a la nación y los principios del derecho de gentes, según lo 
exijan respectivamente los casos que se sujeten a su conocimiento en el orden 
de prelación que va establecido.

Legalmente, en consecuencia, quedan sentadas las bases de un sistema 
de control de constitucionalidad, a cargo de los jueces, en las causas some-
tidas a su conocimiento. Nueve meses después de su instalación, el 15 de 
octubre de 1863, la Corte dicta su primera sentencia.44 A partir de entonces, 
comienza a velar por la supremacía de la Constitución Nacional.

Finalmente, el control judicial de constitucionalidad es receptado en for-
ma expresa en el texto constitucional por la reforma de 1994 (artículo 43).

El sistema de control de constitucionalidad adoptado en Argentina 
se caracteriza por atribuir a todos los jueces, tanto nacionales como de 
provincia, cualquiera sea su competencia, el ejercicio del control de cons-
titucionalidad. Los jueces ejercen este control dentro del ámbito de las 
atribuciones propias del tribunal, esto es, en relación con las causas o con-
troversias sometidas a su conocimiento.45 Ello excluye cualquier planteo 
abstracto o teórico.

En orden a las vías para articularlo, en un primer periodo, solo se admi-
tía la vía incidental o de excepción planteada, en el caso concreto, por quien 
tiene afectado un derecho subjetivo o interés legítimo por la norma incons-
titucional. En la actualidad se admite su procedencia por vía de acción46 así 
como también la declaración de oficio por parte del tribunal.47

44		 Levaggi, Abelardo, “La interpretación del derecho en la Argentina del siglo XIX”, 
Revista de Historia del Derecho, Buenos Aires, núm. 7, 1980, p. 51.

45		 Es decir, en controversias entre partes con intereses jurídicos contrapuestos (artículo 
116 de la Constitución Nacional y 2o. de la Ley 27).

46		 A partir del año 1985 la Corte admitió el planteo de inconstitucionalidad por vía de 
la acción declarativa de certeza (artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación). CSJN, 1985, Fallos: 307:1379. CSJN, 1985, Fallos 307:2384, entre muchos otros.

47		 CSJN, 2001, Fallos 324:3219; CSJN, 2004, Fallos 327:3117; CSJN, 2012, Fallos 
335:2333.
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El efecto del control se circunscribe al caso concreto, por lo que la de-
claración de inconstitucionalidad no tiene efectos erga omnes sino inter partes. 
Ello aun cuando la decisión emane de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, tribunal que se reserva para sí el rol de último intérprete de la Cons-
titución Nacional.48

2. Influencia de la tradición continental

Si bien el sistema de control de constitucionalidad receptado por Ar-
gentina se asemeja al modelo adoptado por los Estados Unidos de América, 
esta semejanza no debe llevar a equívocos pues existe una diferencia rele-
vante en orden al telón de fondo sobre el que históricamente se proyectan 
uno y otro modelos. Así, mientras el control de constitucionalidad nortea-
mericano se articula sobre el sistema jurídico del common law, el argentino 
lo hace sobre el sistema jurídico romanista o civilista. Ambos sistemas sos-
tienen posturas diversas respecto del rol del legislador, la figura del juez y el 
valor que se asigna a las decisiones judiciales.

En el sistema del common law, el derecho es visto —principalmente— 
como un derecho hecho por el juez (judge made)49 y es en este marco en el 
que se inserta la doctrina del stare decisis. Esta doctrina postula el respeto del 
precedente, esto es, de las decisiones tomadas previamente por otros jueces 
al resolver problemas semejantes. En este sistema un precedente individual 
constituye derecho y genera obligaciones, sin importar el tiempo transcurri-
do desde su adopción.50

En el sistema romanista o civilista, por el contrario, la fuente del dere-
cho por antonomasia es la ley. En este marco, el sistema presupone que el 
legislador puede prever situaciones y conflictos futuros y darles una solución 
anticipada por medio de la ley. De tal manera, a diferencia de lo que ocurre 
en el sistema del common law, el valor justicia es decidido por el legislador, en 
abstracto, antes de que tengan lugar los hechos del caso.51 En cambio, no se 

48		 En el sistema argentino no existe un deber jurídico de los tribunales inferiores de aca-
tar las decisiones del alto tribunal. La Corte ha dicho, en cambio, que existe un “deber ins-
titucional” de seguir sus criterios. CSJN, 1948, Fallos 212:51; CSJN, 1981, Fallos 303:1769; 
CSJN, 1985, Fallos 307:1094.

49		 La expresión la tomo de Hariou, Maurice, Principios de derecho público y constitucional, 
trad. de Carlos Ruiz del Castillo, Madrid, Instituto Editorial Reus,1927, p. 344.

50		 Legarre, Santiago y Rivera, Cesar, “Naturaleza y dimensiones del «Stare Decisis»”, Re-
vista Chilena de Derecho, s.l.i., vol. 33, núm. 1, 2006, p. 110.

51		 Saba, Roberto Constituciones y Códigos: un matrimonio difícil, SELA, 2007. http://www.
pensamientopenal.com.ar/system/files/2011/12/doctrina32842.pdf.
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reconoce a la costumbre como fuente originaria o autónoma del derecho y 
la jurisprudencia adquiere importancia, a lo sumo, cuando una determina-
da solución se repite en el tiempo,52 pero esta importancia se traduce sólo en 
poder de persuasión y no en fuerza vinculante.53

En América Latina, el peso de la tradición llevó a la mayoría de los 
países colonizados por España y Portugal a adoptar, tras su independencia, 
instituciones del derecho continental europeo, como la codificación y la ca-
sación. Argentina no fue una excepción. La influencia europea se hizo sentir 
no sólo en la estructuración del derecho privado, sino también del derecho 
administrativo, penal y procesal.54 Ello trajo consigo el particular apego a 
las palabras de la ley y la adhesión a la concepción positivista del derecho.55

Mas la peculiaridad del caso argentino radica en la conjugación de estas 
notas características del sistema romanista o civilista con la sanción de una 
constitución y la adopción de un sistema judicial difuso de control de cons-
titucionalidad. Estos elementos anglosajones, sin embargo, eran vistos bajo 
el prisma de la cultura continental europea del siglo XIX. El Estado legis-
lativo de derecho extendió así su influencia y aletargó la irradiación de la 
constitución, especialmente, sobre ámbitos determinados del ordenamiento 
jurídico.56

3. Estrategias restrictivas

En los párrafos que anteceden he identificado como causa del debilita-
miento normativo del texto constitucional argentino, su proyección sobre 
un sistema jurídico de tipo romanista o civilista.

A ello se agregan distintas estrategias restrictivas adoptadas en forma 
pretoriana por la jurisprudencia de la Corte Suprema, entre las cuales cabe 
destacar:

52		 En tal sentido, se llama “jurisprudencia” al conjunto de sentencias judiciales, no como 
declarativas de derecho ni como creadoras de normas jurídicas, sino en cuanto de ellas 
puede inferirse una norma general nueva o cierta interpretación de un texto legal preexis-
tente. Guibourg, Ricardo y Mendonca, Daniel, La odisea constitucional, Madrid, Marcial Pons, 
2004, p. 54.

53		 Legarre, Santiago y Rivera, Cesar, op. cit., p. 111.
54		 Salgado, José María, “Sistema de control de las leyes y pretensión de inconstitucionali-

dad”, Sup. Doctrina Judicial Procesal, 1o. de junio de 2013, 51, AR/DOC/1858/2013, nota 41.
55		 Bianchi, Alberto, Control de constitucionalidad, 2a. ed., Buenos Aires, Ábaco, 2002, t. I, 

pp. 117 a 122.
56		 Tal es lo que ocurre, por ejemplo, con el derecho civil, ámbito que tradicionalmente se 

consideraba que tenía su propia dinámica y se regía por sus propios principios.
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a) Calificación de actividades estatales como “cuestiones políticas no 
justiciables”

La idea de que existen cuestiones que no son alcanzadas por el control 
de constitucionalidad aparece ligada al origen mismo del sistema judicial 
difuso en cuanto fue enunciada por el propio Juez Marshall en Marbury vs. 
Madison (1803),57 consolidándose años más tarde como un mecanismo de 
autocontención judicial en Luther vs. Borden (1849)58 para, finalmente, encon-
trar su cauce en Baker vs. Carr (1962).59

En Argentina la doctrina es receptada tempranamente por la Corte en 
la causa Roque Pérez (1865), en la que el tribunal se considera incompetente 
para intervenir en un asunto que la Constitución atribuye exclusivamente a 
otro poder.60 Sin embargo, la decisión que es invocada generalmente por la 
academia como leading case es la adoptada por la Corte en Cullen vs. Llerena 
(1893).61

La categoría “cuestiones políticas no justiciables”, en consecuencia, es 
una creación jurisprudencial que no surge en forma expresa del texto cons-
titucional, pero que es justificada por la Corte como una derivación nece-
saria del principio de división y equilibrio de poderes y de la forma republi-
cana de gobierno.

En tal sentido —afirma el tribunal— si bien es una atribución del Poder 
Judicial velar por la supremacía de la Constitución, lo es también custodiar 
que los poderes del Estado —entre los cuales se encuentra— no vulneren 
la forma republicana de gobierno y el principio de división y equilibrio de 
poderes toda vez que estos principios están también consagrados por el texto 
de la Constitución Nacional. De allí que el Poder Judicial deba autolimitarse 
en el ejercicio de su función de control a fin de no asumir competencias que 
son propias de los otros poderes del Estado.62

En Argentina, sin embargo, la labor pretoriana del alto tribunal no ha 
elaborado una definición ni ha fijado criterios objetivos respecto de lo que se 
entiende por “cuestión política no justiciable”. Ha procedido, en cambio, en 
forma empírica, incluyendo asuntos de muy distintas características dentro 
de esta categoría. De allí la dificultad que presenta esta noción, de contor-

57		 5 U.S. (Cranch 137), 2 L.Ed. 60 (1803).
58		 48 U.S. (7 How.) 1, 12 L.Ed. 581 (1849).
59		 396 U.S. 186, 82 S. CT. 691, 7 L.ED. 663 (1962).
60		 CSJN, 1865, Fallos 2: 253.
61		 CSJN, 1893, Fallos 53:420.
62		 CSJN, 1988, Fallos 311:2580; CSJN, 1929, Fallos 155:248; CSJN, 1962, Fallos 254:43; 

CSJN, 1965, 263:267, entre muchos otros.
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nos imprecisos, que parece expandirse y contraerse conforme la voluntad 
del tribunal.63

b) Presunción de constitucionalidad que ampara las leyes

La presunción de constitucionalidad es una regla de interpretación 
adoptada por vía jurisprudencial que ha sido justificada también en la nece-
sidad de respetar la forma republicana de gobierno y el principio de división 
y equilibrio de poderes sobre cuya base la Constitución Nacional estructura 
la organización institucional.

En tal sentido, desde sus primeros pronunciamientos, la Corte Suprema 
sostuvo que:

Al entrar en esta investigación, es necesario tener presente que, para que una 
ley debidamente sancionada y promulgada sea declarada ineficaz por razón 
de inconstitucionalidad, se requiere que las disposiciones de una y otra ley 
sean absolutamente incompatibles; que haya entre ellas una evidente opo-
sición según la expresión del «Federalista» (número ochenta y uno, párrafo 
tercero). Así lo exige el respeto que se debe a los altos Poderes que concurren 
a la formación de las leyes.64

La presunción de constitucionalidad de las leyes no es una regla de in-
terpretación creada por la Corte argentina, sino que hunde sus raíces en la 
jurisprudencia norteamericana en donde aparece imbricada en decisiones 
adoptadas por la Corte Suprema de Justicia de aquel país, incluso, en un 
periodo anterior a la resolución del caso Marbury vs. Madison (1803).65

A nivel doctrinario la presunción de constitucionalidad recibe un fuerte 
impulso, a finales del siglo XIX, cuando James Bradley Thayer publica el 
artículo titulado The Origin and Scope of  the American Doctrine of  Constitutional 
Law (1893), en el que sostiene que una ley sólo debe ser invalidada si su 
inconstitucionalidad es tan manifiesta que no deja espacio a una duda ra-
zonable.66

63		 La propia Corte ha expresado que la amplia y vaga extensión dada por el Tribunal 
a la doctrina de las cuestiones políticas no justiciables, hizo que su desmantelamiento se 
hiciera a través de pronunciamientos dictados en los temas más diversos. CSJN, 2001, Fallos 
324:3358.

64		 CSJN, 1874, Fallos 14:425.
65		 5 U.S. 137 (1803).
66		 Thayer, James Bradley, “The Origin and Scope of  the American Doctrine of  Consti-

tutional Law”, Harvard Law Review, Boston, vol. 7, núm. 3, octubre de 1893, pp. 129-156.
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c) Percepción de las disposiciones constitucionales como un programa 
abierto

A partir de la idea de constitución-programa, la doctrina y la jurisprudencia 
han practicado una distinción de las disposiciones constitucionales, en ra-
zón de su condicionalidad,67 en dos categorías:

Normas operativas: son normas constitucionales que indican, además del 
programa constitucional, los medios y condiciones para su aplicación. No 
están sujetas a condición alguna para ser eficaces ni requieren de una regla-
mentación para su funcionamiento; son de aplicación inmediata e incondi-
cionada.68

Normas programáticas: son normas que establecen un plan de acción a ser 
cumplido por los encargados de poner en funcionamiento la constitución.69 
Son de aplicación diferida hasta tanto el legislador ordinario sancione las 
disposiciones de implementación necesarias para que adquieran aplicabi-
lidad. Tienen la característica de ser condicionadas a la ulterior actividad 
legislativa ordinaria a los fines de su efectividad. Ello, si bien no afecta su 
validez, condiciona su vigencia y eficacia.70

La distinción entre normas operativas y programáticas no está dada por una 
diferencia ontológica entre ambas, ni tampoco emerge necesariamente del 
texto constitucional; más bien parecen ser el resultado de la forma en que 
la disposición es percibida por el intérprete-operador. En tal sentido, expli-
ca Vanossi, en muchos casos las cláusulas no adquirirán carácter operativo 
frente a la actitud refractaria del órgano encargado de su aplicación que 
puede considerarlas incompletas y, por consiguiente, a la espera de la debi-
da implementación.71

Tanto las disposiciones orgánicas como las que consagran derechos 
pueden ser configuradas por el intérprete como normas programáticas. 
Mas cuando la calificación atañe a disposiciones que consagran derechos, 
se produce un traspasamiento de los caracteres distintivos de la noción de 
cláusula programática a derecho programático.72 Esto conlleva predicar del derecho 
los caracteres que antes se atribuían a la disposición.

67		 Quiroga Lavié, Humberto, “Sobre la interpretación constitucional”, Interpretación cons-
titucional, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1975, p. 114.

68		 Ibidem, pp. 107 y 108.
69		 Ibidem, pp. 109 y 110.
70		 Vanossi, Jorge, Teoría constitucional, 2a. ed., Buenos Aires, Depalma, 2000, t. II, pp. 2 y 3.
71		 Idem.
72		 Etchichury, Horacio, Igualdad desatada. La exigibilidad de los derechos sociales en la Constitu-

ción argentina, Córdoba, UNC, 2013, p. 116.
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En Argentina, hasta mediados del siglo XX, los derechos individuales 
no eran concebidos como operativos toda vez que la legislación ordinaria no 
había previsto una acción procesal para hacerlos valer ante los estrados de 
la justicia.73 Esta postura cambia radicalmente a partir de 1957.

4. Un cambio de perspectiva

Paradójicamente fue una Corte nacida de un golpe militar74 y, en conse-
cuencia, fuertemente afectada en su legitimidad de origen, la que sentenció 
en una causa que marcó un hito en la jurisprudencia del alto tribunal en 
relación con la fuerza normativa de las disposiciones de la Constitución que 
consagran derechos fundamentales. Me refiero al caso Siri.75

En lo que interesa a este trabajo, hasta el momento en que se produce 
esta completa renovación de la Corte Suprema, la doctrina invariable del 
tribunal había sido que la jurisdicción de los tribunales proviene exclusiva-
mente de las leyes ordinarias, de suerte que los jueces, en caso de omisión 
del Congreso, carecían de facultades para acoger acciones no establecidas 
por aquélla.76

Esta era la situación cuando llega a la Corte una acción de habeas corpus 
interpuesta por el director y propietario del diario “Mercedes”, que había 
sido clausurado por la policía de la provincia de Buenos Aires en enero de 
1956. Casi dos años después el diario seguía clausurado, con una consig-
na policial en la puerta, sin que se supiera quién había impartido la orden 
ni con qué fundamentos. El caso estaba, en palabras de Orgaz, desnudo de 
complicaciones,77 por lo que resultaba especialmente apto para la creación pre-
toriana de un nuevo recurso.

Para fundamentar la decisión sostuvo el tribunal:

Que basta esta comprobación inmediata para que la garantía constitucional 
invocada sea restablecida por los jueces en su integridad, sin que pueda ale-
garse en contrario la inexistencia de una ley que la reglamente: las garantías 
individuales existen y protegen a los individuos por el solo hecho de estar 

73		 Vanossi, Jorge, op. cit., p. 3.
74		 Tras haber derrocado al presidente Juan Domingo Perón y clausurado el Congreso 

(1955), la llamada “Revolución Libertadora”, por primera vez en la historia, depuso a todos 
los miembros de la Corte Suprema sin aplicar un procedimiento constitucional.

75		 CSJN, 1957, Fallos 239:459.
76		 Orgaz, Alfredo, El recurso de amparo, Buenos Aires, Depalma, 1961, p. 15.
77		 Ibidem, p. 23.
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consagradas por la Constitución e independientemente de las leyes reglamen-
tarias, las cuales sólo son requeridas para establecer “en qué caso y con qué 
justificativos podrá procederse a su allanamiento y ocupación”, como dice el 
artículo 18 de la Constitución a propósito de una de ellas.78

La Corte Suprema abandona así la actitud restrictiva y, lejos de inter-
pretar el texto constitucional de un modo literal, lo hace en forma extensi-
va. A partir de esta decisión, es posible predicar la fuerza normativa de la 
Constitución en lo atinente a los derechos y garantías llamados de primera 
generación, particularmente, en lo que atañe a las relaciones entre el Estado 
y los ciudadanos.

Nueve meses después de que la Corte se pronunciara en el caso Siri, el 
alto tribunal —ya con un gobierno electo por el pueblo y con una integra-
ción parcialmente distinta— vuelve a sobre interpretar la Constitución Na-
cional, ahora para irradiarla sobre las relaciones interprivadas.

En efecto, fiel a su época, la Constitución sancionada en 1853, no con-
tenía disposición alguna que explicitara la eficacia de los derechos funda-
mentales frente a los particulares. Esto no fue un obstáculo para que el alto 
tribunal elaborara —en forma simultánea al desarrollo del Drittwirkung der 
Grundrechte por el Tribunal Constitucional alemán—79 su propia doctrina 
sobre la eficacia directa e inmediata de los derechos fundamentales en las 
relaciones interprivadas.

El punto de partida de esta construcción está configurado por el caso 
Kot (1958).80 En esta causa, los obreros en huelga de una fábrica textil ocu-
pan el establecimiento fabril en reclamo por la negativa de la empresa a 
reincorporar a dos trabajadores que habían sido despedidos como conse-
cuencia del conflicto. En la causa el apoderado de la empresa plantea un 
“recurso de amparo” a fin de obtener la desocupación de la fábrica. La Cá-
mara rechaza el recurso y el caso es llevado ante Corte Suprema.81

El alto tribunal, por mayoría, considera verosímil que los padres funda-
dores, al momento de sancionar la Constitución, tuvieran como finalidad 
inmediata la protección de los derechos esenciales del individuo frente a los 
excesos de las autoridades públicas. Pero —agrega— tuvieron la sagacidad 

78		 CSJN, 1957, Fallos 239:459.
79		 Caso Lüth. Sentencia BVerfGE 7, 198, 15 de enero de 1958. La doctrina del Drittwirkung 

der Grundrechte extiende los efectos de los derechos fundamentales a las relaciones interpriva-
das, esto es, aquellas en las que todos los participantes son sujetos de derecho privados y, en 
consecuencia, detentadores de derechos fundamentales.

80		 CSJN, 1958, Fallos 241:291.
81		 Orgaz, Alfredo, op cit., pp. 41-44.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/2mr9p29f

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



367LA “CONSTITUCIÓN” DEL ESTADO CONSTITUCIONAL

y la prudencia de no fijar exclusivamente en los textos sus temores concretos 
e históricos. De allí que concluya:

Nada hay, ni en la letra ni en el espíritu de la Constitución, que permita afir-
mar que la protección de los llamados “derechos humanos” —porque son 
los derechos esenciales del hombre— esté circunscripta a los ataques que 
provengan sólo de la autoridad. Nada hay, tampoco, que autorice la afirma-
ción de que el ataque ilegítimo, grave y manifiesto contra cualquiera de los 
derechos que integran la libertad, lato sensu, carezca de la protección consti-
tucional adecuada (…) por la sola circunstancia de que ese ataque emane de 
otros particulares o de grupos organizados de individuos.

En la década de los ochenta, tras el restablecimiento de la democracia, 
se acentúa el proceso de constitucionalización cuando la Corte —con nue-
va y legitimada integración— adopta decisiones trascendentes en cuestio-
nes en las que están imbricados derechos fundamentales. Tal es lo ocurre, 
por ejemplo, en los casos Ponzetti de Balbin (1984),82 Bazterrica (1986),83 Sejean 
(1986)84 y Bahamondez (1993).85

La reforma constitucional de 1994, por su parte, produce una remate-
rialización86 del texto constitucional que va a impactar en la intensificación 
y aceleración del proceso. Lo hizo a través de distintas estrategias, entre las 
que se destacan la recepción expresa de nuevos derechos y garantías (artícu-
los 36 a 43) y el otorgamiento de jerarquía constitucional a determinados 
tratados de derechos humanos (artículo 75, inciso 22).

Con la misma finalidad, la reforma constitucional de 1994 abrió la 
puerta al Congreso de la Nación para que, en el futuro, dé jerarquía cons-
titucional (o prive de ella) a otros tratados de derechos humanos (artículo 
75, inciso 22).

Finalmente, a partir de los compromisos asumidos en sede internacional 
y la jerarquía otorgada a tratados de derechos humanos, la rematerializa-
ción del vértice del sistema de fuentes del ordenamiento jurídico argentino 
también se ve influenciada por las interpretaciones que llevan a cabo los dis-
tintos organismos encargados de su monitoreo en el ámbito internacional.87

82		 CSJN, 1984, Fallos 306:1892.
83		 CSJN, 1986, Fallos 308:1392.
84		 CSJN, 1986, Fallos 308:2268.
85		 CSJN, 1993, Fallos 316:479.
86		 Prieto Sanchís, Luis, El constitucionalismo de los derechos. Ensayos de filosofía jurídica, Madrid, 

Trotta, 2013, p. 26.
87		 Rossetti, Andrés, “Reflexiones sobre la supremacía y el control de constitucionalidad 

en Argentina”, en Bazán, Víctor (coord.), Derecho procesal constitucional americano y europeo, Bue-
nos Aires, Abeledo-Perrot, 2010, t. I, pp. 336 y 337.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/2mr9p29f

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



368 MAGDALENA INÉS ÁLVAREZ

Por otra parte, por medio de la llamada “doctrina de la verificación”,88 
la Corte ha concluido que no existe contradicción entre las disposiciones de 
los tratados de derechos humanos con jerarquía constitucional y las dispo-
siciones de la Constitución Nacional. De esta manera, el alto tribunal abre 
la puerta a la ponderación de los múltiples y heterogéneos contenidos sus-
tantivos que, concebidos como principios, emanan del llamado “bloque de 
constitucionalidad˝.

V. Reflexiones finales

He intentado demostrar que, para que opere la llamada constitucionalización 
del ordenamiento jurídico, no basta contar con una constitución que reúna 
ciertos rasgos estructurales (i. e., extensión, rigidez, garantía jurisdiccional). 
Es necesario, además, que la cultura jurídica acepte que toda norma consti-
tucional —cualquiera sea su contenido y estructura— es una norma jurídica 
vinculante susceptible de ser irradiada por sobre todo el ordenamiento jurídi-
co. Sin este cambio de mirada, la constitucionalización no se produce.

De lo expuesto cabe concluir que el único modelo de constitución que 
reconstruye la/s concepción/es que subyace/n al proceso de constitucio-
nalización del ordenamiento jurídico es el identificado por Comanducci 
como modelo axiológico de constitución como norma. Ello pues solo este mo-
delo da cuenta de la ubicuidad que caracteriza la constitución del Estado 
constitucional y el papel que desempeña la cultura jurídica en dicha carac-
terización.

De allí que, si bien la configuración del objeto constitución determina 
qué se entiende por interpretación constitucional,89 no lo es menos que la forma 
en que se configura dicho objeto, depende de las “gafas” epistemológicas a 
partir de las cuales se lo percibe.90
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